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En Bilbao, a diez de marzo de dos mil catorce.

La Seccion 3ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco,
compuesta por el Presidente y Magistrados/as antes expresados, ha pronunciado la siguiente SENTENCIA
en el recurso registrado con el número 2103/2011 y seguido por el procedimiento ORDINARIO, en el que se
impugna: el Acuerdo del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa de Bizkaia, de fecha 19 de mayo de 2.011,
desestimatorio del recurso de reposición formulado contra la Resolución de fecha 22 de diciembre de 2.010,
que determinó el justiprecio de la finca identificada como Parcela  NUM000  , sita en la c/  DIRECCION000
NUM001  de Barakaldo, afectada por las obras del "Proyecto de Renovación del Colector B, La Bondad", cuyos
titulares son los herederos de D.  Cipriano  . N.R: 45/10, en 278.460 euros, incluido el 5% de premio de afección.

Son partes en dicho recurso:

- DEMANDANTE : AYUNTAMIENTO DE BARAKALDO, representado por el Procurador D. PEDRO MARIA SANTIN
DIEZ y dirigido por el Letrado D.JOSE MARIA PABLOS BLANCO.

- DEMANDADA : ADMINISTRACION GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DEL PAIS VASCO, representado
y dirigido por el LETRADO DE LOS SERVICIOS JURIDICOS DEL GOBIERNO VASCO.

- OTRO DEMANDADO : Dª.  Lorenza  represtando por la Procuradora Dª. PATRICIA LANZAGORTA MAYOR y
dirigido por el Letrado D. SABINO ARANA LARRAZABAL.

Ha sido Magistrado Ponente el Iltmo. Sr. D. MARGARITA DIAZ PEREZ.

I. ANTECEDENTES DE HECHO
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PRIMERO .-  El día 22 de noviembre de 2011 tuvo entrada en esta Sala escrito en el que D. PEDRO MARIA
SANTIN DIEZ actuando en nombre y representación del Ayuntamiento de Barakaldo, interpuso recurso
contencioso-administrativo contra el Acuerdo del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa de Bizkaia, de
fecha 19 de mayo de 2.011, desestimatorio del recurso de reposición formulado contra la Resolución de fecha
22 de diciembre de 2.010, que determinó el justiprecio de la finca identificada como Parcela  NUM000  , sita en
la c/  DIRECCION000   NUM001  de Barakaldo, afectada por las obras del "Proyecto de Renovación del Colector
B, La Bondad", cuyos titulares son los herederos de D.  Cipriano  . N.R: 45/10, en 278.460 euros, incluido el 5%
de premio de afección; quedando registrado dicho recurso con el número 2103/2011.

SEGUNDO .-  En el escrito de demanda , se solicitó de este Tribunal el dictado de una sentencia base a los
hechos y fundamentos de derecho en ella expresados, y que damos por reproducidos.

TERCERO  .- En el escrito de contestación , en base a los hechos y fundamentos de derecho en ellos expresados,
se solicitó de este Tribunal el dictado de una sentencia por la que se desestimen los pedimentos de la actora.

CUARTO .-  Por Decreto de fecha 20 de junio de 2012 se fijó como cuantía del presente recurso la de 276.190,21
euros.

QUINTO  .- El procedimiento se recibió a prueba, practicándose con el resultado que obra en autos .

SEXTO  .- En los escritos de conclusiones, las partes reprodujeron las pretensiones que tenían solicitadas.

SEPTIMO .-  Por resolución de fecha 27.02.2014 se señaló el pasado día 04.03.2014 para la votación y fallo
del presente recurso» .

OCTAVO .-  En la sustanciación del procedimiento se han observado los trámites y prescripciones legales .

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO .- En el presente recurso contencioso-administrativo, D. Pedro María Santín Díez, procurador de los
Tribunales y del Ayuntamiento de Barakaldo, deduce impugnación jurisdiccional en relación con el Acuerdo
del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa de Bizkaia, de fecha 19 de mayo de 2.011, desestimatorio del
recurso de reposición formulado contra la Resolución de fecha 22 de diciembre de 2.010, que determinó el
justiprecio de la finca identificada como Parcela  NUM000  , sita en la c/  DIRECCION000   NUM001  de
Barakaldo, afectada por las obras del "Proyecto de Renovación del Colector B, La Bondad", cuyos titulares son
los herederos de D.  Cipriano  . N.R: 45/10, en 278.460 euros, incluido el 5% de premio de afección.

Interesa en el suplico de la demanda el dictado de sentencia que con estimación del recurso, declare:

1º La disconformidad a derecho de los actos recurridos, y en consecuencia, los anule y deje sin efecto.

2º Que el justiprecio de la finca  NUM000  es de 2.269,79 euros, incluido el premio de afección.
Subsidiariamente, se calcule a razón de 19 euros/m2, y subsidiariamente a lo anterior, a razón de 41 euros/m2.

3º Imponga las costas a las partes demandadas si se opusieran a la presente demanda.

Aduce al efecto, en primer lugar, que a tenor del art. 7.2 de la Ley de Suelo estatal, la edificabilidad de los
terrenos prevista en la ordenación urbanística no forma parte del derecho de propiedad del suelo, y no se
adquiere o se patrimonializa hasta la realización efectiva de la edificación, previo cumplimiento de los deberes
y levantamiento de las cargas correspondientes. En segundo lugar, que frente a la precedente regulación
normativa en que lo residual era el suelo urbanizable, ahora lo residual es el suelo rural, en que se encontrará
cualquier terreno que no reúna los requisitos del urbanizado y hasta que no se haya realizado la transformación
de forma efectiva estará en situación de suelo rural, debiendo estar prevista además la transformación en el
instrumento de ordenación territorial y urbanística. En tercer lugar, que frente a la valoración del Jurado de
que la parcela expropiada es suelo urbanizado ha de oponerse: (1) la parcela no cuenta en la actualidad, ni
podría llegar a contar con las dotaciones y servicios requeridos por la legislación y el planeamiento urbanístico,
por cuanto las obras a realizar exceden con mucho las de pura y simple conexión a las instalaciones en
funcionamiento y (2) aunque las obras para adquirir servicios y dotaciones fueran de simple conexión, hay
que cumplir con dos requisitos adicionales, que el suelo esté integrado de forma real y efectiva en la red de
dotaciones y servicios y que dicha integración ha de ser legal; en el presente caso no se da ninguno de estos
requisitos. A continuación, opone el Ayuntamiento que el terreno expropiado no puede valorarse según valor
de mercado, como hace el Jurado, sino que debe atenderse a que está vacante y aplicar el método residual
según edificabilidad atribuidos por la ordenación en su situación de origen, si se trata de reforma o renovación,
o la prevista en la ordenación urbanística, en otro caso. En el primer caso sería de imposible cálculo, por lo
que debe aceptarse la cantidad ofrecida por la Administración, y en el segundo sería de 19 euros m2. Por
último, añade que debería corregirse el enriquecimiento injusto que se produciría con la valoración del Jurado,
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limitando el valor máximo al resultante de aplicar al valor de referencia un coeficiente reductor del 50% por
localización y otro del 60%, atendiendo al valor de mercado actual, resultando en consecuencia el valor máximo
del suelo en 41 €/m2s.

SEGUNDO .-  La letrada de los Servicios Jurídicos Centrales del Gobierno Vasco ha presentado escrito de
contestación a la demanda, postulando la desestimación del recurso y la declaración de conformidad a
derecho del Acuerdo recurrido. Y ello en base a las siguientes alegaciones:

La actora maneja una categoría de suelo urbanizado tan estricta que no se corresponde ni con la previsión
legal, ni con los antecedentes normativos, ni con la jurisprudencia de aplicación, ni con la doctrina mayoritaria.
La interpretación estricta que propone la demanda, por la cual solo es suelo urbanizado el que haya pasado
por un proceso de equidistribución, desconoce la dicción literal del precepto y la incorporación de la doctrina
jurisprudencial sobre "la fuerza de lo fáctico" al art.12 del Texto Refundido de la Ley del Suelo . Las obras de
conexión a los servicios urbanísticos puede ser razonables, no hace falta que se encuentren a pie de parcela,
y que únicamente no encajan en el concepto de obras de urbanización legales las que sean ejecutadas al
margen de las previsiones del plan. Por ello, entiende que en el presente caso el suelo debe ser valorado
como urbanizado. La finca se encuentra identificada en el acta de ocupación como parcela y como solar en
la certificación catastral. En el PGOU está clasificada como suelo urbano consolidado por la edificación y la
finca cuenta con agua y luz. La certificación de los ff. 83 a 93 del expediente acredita que la finca cuenta con
los servicios urbanísticos. En cuanto al acceso rodado, la Administración se remite al f. 129 del expediente, en
que por el Vocal Arquitecto se manifiesta en sentido favorable a dicha cualidad. En cuanto a las dotaciones,
las mismas no se establecen para una parcela sino para un ámbito y la parcela no parece incrementar las
ya existentes en el ámbito, pues su destino es un sistema general. Respecto a las obras de conexión, la
Administración se remite al criterio del Vocal Arquitecto para rechazar la objeción del representante de la
Administración en el Jurado Territorial. Para el supuesto de que se considerara suelo rural, la Administración
demandada se remite a la Disposición Transitoria 3ª del TRLS, que considera de aplicación. En cuanto a la
aplicación del principio de congruencia, considera la demandada que el mismo ha sido aplicado correctamente,
como se razona al f. 89 del expediente.

TERCERO .-  Dª.  Lorenza  , y en su nombre y representación la procuradora Dª. Patricia Lanzagorta Mayor, se
ha opuesto también el recurso, asumiendo íntegramente la fundamentación jurídica esgrimida por el Gobierno
Vasco en su contestación, si bien subraya que es admitido por las partes que el PGOU clasifica el suelo como
urbano y el Ayuntamiento admite, incluso, que se trata de suelo urbano consolidado. Tal clasificación, otorgada
por el propio Ayuntamiento al aprobar el Plan General, implica la declaración de que dichos terrenos reúnen
los requisitos establecidos en el artículo 11 de la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo ; su incumplimiento habría
impedido otorgar la clasificación de suelo urbano; comparando las exigencias del artículo 11 de la Ley Vasca
con las del art. 12 del TRD de la Ley del Suelo estatal, las de ésta son menores que las de aquélla; es decir, un
terreno que, conforme a la ley autonómica, merezca la clasificación de urbano ha de quedar automáticamente
incluido en la situación de suelo urbanizado de la ley estatal; se refuerzan, pues, los argumentos jurídicos del
escrito de contestación a la demanda del Gobierno Vasco, en particular, la de aplicabilidad de la D.T. 3a del
TRLS a todo suelo clasificado como urbano, que, naturalmente, a efectos de dicha Ley, no puede resultar de
peor condición que el urbanizable. En relación con los servicios, señala que lo que se pretende ejecutar es la
parte pendiente del sistema general de zonas verdes rodeado de otras zonas verdes, calles y equipamientos
municipales; que, dado su destino, no solo no precisa de casi ninguno de los servicios que el Ayuntamiento
dice echar en falta, sino que todos ellos están prácticamente a pie de parcela, no precisando más conexión
que a los existentes en la parte ya ejecutada del mismo sistema general. En cuanto a la valoración, pese a
reconocer que está obligada a asumir la valoración del Jurado Territorial, a su juicio, una vez que llegó a la
conclusión de que el valor obtenido por el método residual era superior al de la Hoja de Aprecio, no debió, como
hizo, restar de éste el importe del 15% de cesión obligatoria.

CUARTO .-  Esta Sala y Sección en sentencia nº 452/2013, de 16 de julio (rec. nº 2026/11 ), ha examinado
Acuerdo del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa de Bizkaia, de la misma fecha que el presente, que fija
con idénticos criterios valorativos el justiprecio de la finca identificada como parcela  NUM002  , sita en la
DIRECCION000  nº  NUM003  afectada por las obras del "Proyecto de Renovación del Colector B. La Bondad"; en
el Acuerdo de 22 de diciembre de 2.010 aquí recurrido, referido a la finca identificada como parcela  NUM000
sita en el nº  NUM001  de la misma calle y afectada por el mismo Proyecto, da cuenta el Jurado de la sustancial
identidad de ambos expedientes, en tanto que referidos a bienes de iguales características y situación, lo que le
lleva a aplicar una eadem ratio decidendi. Frente a ella, la defensa municipal en los dos recursos sustanciados
ante esta Sala, reitera iguales motivos de impugnación sin refrendo probatorio alguno.
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Siendo ello así, por razones de unidad de doctrina, tutela judicial efectiva y seguridad jurídica habrá de estarse
a lo decidido previamente en dicha sentencia, que en su fundamento de derecho segundo expresa la siguiente
razón de decidir:

<<Vistas las alegaciones sobre las que descansa el recurso del Ayuntamiento de Barakaldo, la Sala debe
destacar que en trámite probatorio no se ha solicitado la práctica de prueba pericial alguna tendente a
desvirtuar las apreciaciones del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa. Únicamente se interesó la práctica
de reconocimiento judicial que fue desestimada por Auto de 20 de noviembre de 2012.

Debe traerse a colación, a este respecto, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo sobre el onus
probando, tal y como se recoge, entre otras, en reciente sentencia de 11 de marzo de 2013 (casación 4977/10 ,
Ponente D.Octavio Juan Herrero Pina, Roj STS 959/2013, F.J. 4º), en la que se expresa:

"Ello no obstante, el motivo carece de consistencia jurídica en virtud, precisamente, de la doctrina constante
de esta Sala según la cual los acuerdos de los Jurados de Expropiación Forzosa gozan de la presunción de
veracidad, legalidad y acierto, por lo que sus decisiones merecen ser acogidas con el crédito y autoridad que
se desprende de su doble composición técnica y jurídica, y de su permanencia y especialización, si bien siendo
tal presunción de naturaleza iuris tantum, puede y debe ser revisada en vía jurisdiccional. Ahora bien, para que
esta presunción sea desvirtuada es necesario que se haga prueba suficiente de infracción legal, un notorio
error de hecho o desafortunada apreciación de los elementos de prueba existentes en el expediente, cuya
acreditación corresponde a la parte que impugna los acuerdos del Jurado de Expropiación, en la que recae el
" onus probandi ", que es quien debe ofrecer los elementos de prueba con todas las garantías procesales. Es
preciso, por lo tanto, que la prueba resulte idónea a tal fin, tanto en lo que se refiere al empleo de los métodos y
criterios que han de aplicarse para obtener la correspondiente valoración como en la justificación de los datos
tomados en consideración, que puedan oponerse a las apreciaciones de Jurado poniendo de manifiesto una
errónea valoración y desvirtuando la presunción de acierto de sus acuerdos.".

A tenor de esta doctrina jurisprudencial deben permanecer incólumes las conclusiones alcanzadas por el
Jurado Territorial, al no haber sido combatidas del modo establecido en la doctrina jurisprudencial transcrita,
tanto en relación a que "concurren las circunstancias a que se refiere el art. 12.3 del TRL, aprobado por
RD Legislativo 2/2008, de 20 de junio . Y para llegar a ese juicio de valoración se efectuó precisamente un
requerimiento al municipio recurrente, quien emitió una certificación en la que se hicieron constar todos los
servicios existentes sin que en ningún momento se cuestionara la legalidad de los mismos" como a que "el
Jurado no estaba contemplando otro método de valoración que el residual, pero como su resultado final era
muy superior al fijado por la parte expropiada, lo que a todas luces resulta fácilmente demostrable, en aras de
su simplificación, dada la evidente vinculación del principio de congruencia, utilizó la expresión cuestionada
(precio de mercado) pero sin darle el sentido atribuido por la recurrente".

Por lo expuesto, procede la desestimación del recurso contencioso-administrativo formulado por el
Ayuntamiento de Barakaldo, dado que toda su argumentación se basa y fundamenta en tratar de desvirtuar
las dos premisas anteriores>>.

Por los mismos fundamentos que han de aplicarse también a la última y nueva alegación referida al
enriquecimiento injusto del propietario, al no haber quedado desvirtuados los argumentos del Jurado- debe
desestimarse el presente recurso en su integridad.

QUINTO .-  De conformidad con lo dispuesto en el art. 139 de la Ley de la Jurisdicción , en la redacción dada por
el art.3.11 de la Ley 37/2011, de 10 de octubre , procede la imposición de las costas causadas a la parte actora.

Y es por los anteriores fundamentos jurídicos por los que este Tribunal emite el siguiente

III. FALLO

QUE DEBEMOS DESESTIMAR Y DESESTIMAMOS EL RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 2103/11,
INTERPUESTO POR EL AYUNTAMIENTO DE BARAKALDO CONTRA LA RESOLUCIÓN DE 19 DE MAYO DE 2.011
DEL JURADO TERRITORIAL DE EXPROPIACIÓN FORZOSA DE BIZKAIA, DESESTIMATORIA DEL RECURSO DE
REPOSICIÓN INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DE 22 DE DICIEMBRE DE 2010, POR LA QUE SE FIJA
EL JUSTIPRECIO DE LA FINCA IDENTIFICADA COMO PARCELA  NUM000  , SITA EN LA  DIRECCION000
Y AFECTADA POR EL PROYECTO DE RENOVACIÓN DEL COLECTOR B, LA BONDAD, DECLARANDO LA
ADECUACIÓN A DERECHO DE ESTA RESOLUCIÓN Y RECHAZANDO EL RESTO DE PETICIONES DE LA PARTE
ACTORA. CON EXPRESA IMPOSICIÓN A LA PARTE ACTORA DE LAS COSTAS PROCESALES CAUSADAS.

CONTRA ESTA SENTENCIA NO CABE RECURSO ORDINARIO DE CASACIÓN. TRANSCURRIDOS DIEZ DÍAS
DESDE SU NOTIFICACIÓN A LAS PARTES Y DE CONFORMIDAD AL ART. 104 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN ,
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REMITASE TESTIMONIO EN FORMA DE LA MISMA A LA ADMINISTRACIÓN DEMANDADA, EN UNIÓN DEL
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, A FIN DE QUE, EN SU CASO, LA LLEVE A PURO Y DEBIDO EFECTO, ADOPTE LAS
RESOLUCIONES QUE PROCEDAN Y PRACTIQUE LO QUE EXIJA EL CUMPLIMIENTO DE LAS DECLARACIONES
CONTENIDAS EN EL FALLO, DE TODO LO CUAL DEBERÁ ACUSAR RECIBO A ESTA SALA EN EL PLAZO DE DIEZ
DÍAS.

Así por esta nuestra Sentencia de la que se dejará certificación literal en los autos, con encuadernación de su
original en el libro correspondiente, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Así por esta nuestra Sentencia de la que se llevará testimonio a los autos, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.

PUBLICACION.- Leida y publicada fue la anterior sentencia por el Iltmo. Sr. Magistrado Ponente de la misma,
estando celebrando audiencia pública la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco, en el día de su fecha, de lo que yo el Secretario doy fe.
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